
Cierres de compañías y de
plantas productoras en el norte y
sur del país, paralización de la
construcción de nuevas instala-
ciones productivas y la pérdida de
miles de puestos de trabajo. Esos
son algunos de los efectos que se
producirían en el sector pesquero
industrial —afirman las empre-
sas— si se materializa el proyecto
de ley de fraccionamiento que es-
tá impulsando el Ejecutivo en el
Congreso. Esta iniciativa busca
reducir las cuotas de extracción
vigentes hasta 2032 de las compa-
ñías industriales y aumentar las
de los artesanales.

En el proyecto se plantea redu-
cir a los industriales las cuotas en
la pesquería del jurel, que explica
el 87% de la recaudación fiscal
del sector. A la vez, el crecimien-
to anual del volumen de ese re-
curso para Chile, autorizado por
la Organización Regional de Or-
denación Pesquera del Pacífico
Sur (OROP-PS), será licitado a la
industria, lo que elevaría la con-
centración, afirman en el rubro. 

Los cambios en esta última
pesquería son los que más preo-
cupan a empresas industriales,
las cuales ya están afinando de-
mandas en sedes judiciales loca-
les e incluso del exterior. 

Así lo reconocieron en conver-
sación con “El Mercurio” los ge-
rentes generales de cuatro de las
siete pesqueras industriales más
relevantes del país: Ricardo Gar-
cía, de Camanchaca (familia Fer-
nández); Andrés Daroch, de Fo-
odCorp (firma de capitales no-
ruegos); Gerardo Balbontín, de
Blumar (grupo Sarquis y Vina-
gre), y Andrés Fosk, de Landes
(familia Fosk). 

Estas cuatro firmas represen-
tan cerca del 60% de la industria
del jurel de la zona centro sur del
país y, aproximadamente, 80%
de la producción pesquera para
consumo humano directo, indi-
caron. Camanchaca y Blumar es-
tán abiertas en la bolsa en Chile. 

Blumar frena planta

“Es una muy mala ley, que par-
te de un principio netamente
ideológico. Se están vulnerando
derechos adquiridos”, afirmó el
gerente general de Blumar, Ge-
rardo Balbontín. El ejecutivo se-
ñaló que al ser esta una compañía
abierta en bolsa, “tenemos una in-
finidad de accionistas, muchos de
ellos aportantes de AFP o fondos
de inversión, y tenemos la obliga-
ción de defender sus intereses. La
compañía está contemplando re-
currir legalmente en todas las se-
des que sea necesario en el caso de
prosperar la ley como está”.

Balbontín admitió que el ma-
yor impacto para la firma es en la
pesquería del jurel. “Es muy pro-
bable que tengamos que parar un

barco que está operando. Ade-
más, teníamos un proyecto para
construir, con los permisos am-
bientales otorgados, una nueva
planta en Coronel, con la inten-
ción de contratar a 450 personas
que trabajarían ahí. Eso se conge-
la de forma inmediata. Por lo tan-
to, lo único que agrega esto es in-
certidumbre al desarrollo de la
compañía”. En Blumar trabajan
unas 1.000 personas en el nego-
cio pesquero y otra cantidad
igual en su área de salmones.

Camanchaca prevé
cierres en norte y sur

Ricardo García, gerente gene-
ral de Camanchaca, afirmó que
“este es un proyecto expoliato-
rio, que es la expropiación sin
pagar la correspondiente in-
demnización. Por lo tanto, como
representante de una compañía
que tiene varios miles de accio-
nistas, a quienes me debo, ten-
dré que tomar las acciones lega-
les que corresponda tomar,
cuando tengamos un proyecto
despachado”. Añadió que “no
tengo opción, sino que deman-
dar al Estado de Chile si me ex-
polia porque eso no es legítimo,
es inconstitucional”. 

Estimó que el próximo gobier-
no tendrá que enfrentar las
eventuales demandas si el actual
proyecto se aprueba en el Con-
greso. “Esto será llamado en el
futuro la ‘Expoliación Grau’”,
dijo en alusión al rol del ministro

de Economía, Nicolás Grau.
Admitió que el principal gol-

pe es por el lado del recurso del
jurel. Advirtió que si se aprueba
la iniciativa es probable el cierre
de su planta de conservas en el
Biobío, que produce 24 millones
de unidades para consumo en
Chile y el exterior y donde traba-
jan 400 personas, la mayoría
mujeres. En el norte, en tanto, es-
timó que tras los ajustes de la
fracción en la anchoveta que se
proponen, tendrían que cerrar
su operación en Iquique. 

FoodCorp evalúa ir a
entes internacionales

FoodCorp, firma chilena de ca-
pitales noruegos del grupo Aus-
tevoll Seafood ASA, opera desde
1991 en Chile. Su gerente general,
Andrés Daroch, afirmó que “los
propietarios de las empresas tie-
nen desilusión. Dicen ‘hemos cui-
dado todo, hemos hecho bien las

cosas, nos preocupamos de nues-
tra gente, de los vecinos, del me-
dio ambiente; hemos invertido
para mitigar las molestias que
pueden existir, y ahora nos cam-
bian las reglas del juego’”.

Sobre los impactos del proyec-
to, aseguró que “son devastado-
res”, especialmente en jurel, pero
también en sardina y anchoveta.
Sostuvo que “la primera visión es
que no da el negocio, tendremos
que cerrar, asociarnos con al-
guien, es decir, una nueva escala-
da de fusiones que ya ocurrieron
en las crisis anteriores”. La firma
emplea a 700 personas.

Daroch indicó que están anali-
zando “absolutamente todas las
opciones que la ley nos permite
tomar”. Reconoció que no des-
cartan acudir a entidades que
ven controversias comerciales
internacionales por ser inversio-
nistas extranjeros, pero “tam-
bién instancias locales, el Tribu-
nal Constitucional”, añadió.

Landes: “Es
inconstitucional”

“Me parece que es una lápida
para las empresas del tamaño de
la que yo tengo el placer y el ho-
nor de dirigir. No tenemos nin-
guna posibilidad de competir si
simultáneamente nos disminu-
yen el volumen y nos aumentan
los costos”, señaló Andrés Fosk,
gerente general de Landes. 

Afirmó que el mayor efecto
para la compañía es por los cam-
bios en el jurel. “Tenemos 800
empleados, el 60% de ellos tra-
baja relacionado con la opera-
ción de jurel”, explicó. Agregó
que “eso significa menor trabajo
y, eventualmente, el cierre de la
compañía”.

Fosk aseguró que “estamos tra-
bajando con asesores legales para
evaluar todas las acciones posi-
bles y una vez que exista la ley, es-
té promulgada, vamos a saber
exactamente cuál tomar. Pero, sin
duda, el primer tema es la institu-
cionalidad del proyecto, la vulne-
ración de nuestros derechos otor-
gados en 2012, cuando se cambia-
ron los permisos de pesca por li-
cencias transables de pesca”.

Estiman que impactos económicos serían “devastadores” para las compañías y pondrían una “lápida” al sector:

Empresas pesqueras anuncian primeras
demandas contra el Estado por cambios en ley 
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Firmas industriales chilenas y de origen noruego, que representan casi el 60% de la
actividad del jurel en el centro sur de Chile, aterrizan los efectos del fraccionamiento. 

‘‘Estamos en una
etapa que es analizar
absolutamente todas las
opciones que la ley nos
permite tomar”. 
................................................................

ANDRÉS DAROCH
GERENTE GENERAL DE FOODCORP

‘‘Me parece que es
una lápida para las
empresas (…), dado que
no tenemos posibilidad
de competir si
simultáneamente nos
disminuyen el volumen y
aumentan los costos”. 
................................................................

ANDRÉS FOSK
GERENTE GENERAL DE LANDES

‘‘Cuando uno ve a
senadores que salen a la
calle a arengar a las
huestes para que se
manifiesten de manera
violenta, uno se da
cuenta de que hay
personas detrás de esta
ley que están
orquestando”. 
................................................................

RICARDO GARCÍA
GERENTE GENERAL DE CAMANCHACA 

‘‘Teníamos un
proyecto para construir,
con permisos
ambientales otorgados,
una nueva planta en
Coronel, con la intención
de contratar a 450
personas. Eso se congela
de forma inmediata”. 
................................................................

GERARDO BALBONTÍN
GERENTE GENERAL DE BLUMAR 

Los gerentes generales Gerardo Balbontín (Blumar), Andrés Fosk (Landes), Andrés Daroch (FoodCorp) y Ricardo García (Camanchaca).

ARTESANALES
Los grupos que protestaban

en Valparaíso dicen representar
al sector de la pesca artesanal.
Demandan que en el Senado se

acelere la tramitación
del proyecto ya aprobado 

por la Cámara de Diputados, 
que les entrega mayores cuotas

de extracción.
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La comisión de Hacienda del Senado
sesionó ayer para seguir analizando el
proyecto de fraccionamiento pesquero
que impulsa el Ejecutivo —con discu-
sión inmediata—, el cual busca modifi-
car las cuotas de capturas, reduciendo
las del rubro industrial y aumentando
las del sector artesanal.

Al igual que el martes, ayer hubo pro-
testas de pescadores artesanales en Val-
paraíso, quienes piden una mayor cuota
(70%) de pesca de la merluza común y
también esperan que se agilice la discu-

sión y votación en el Congreso. 
En un momento de la sesión, ayer,

el presidente de la comisión de Ha-
cienda, Felipe Kast (Evópoli), sostuvo
que “este es un Parlamento que no se
va a dejar presionar ni chantajear por
la violencia”.

En la misma línea, el senador Javier
Macaya (UDI) sostuvo que “no pode-
mos aparecer legislando bajo la presión
de la violencia”. 

Uno de los invitados a exponer so-
bre los efectos del proyecto de fraccio-
namiento, fue el abogado Tomás
Menchaca, expresidente del Tribunal

de Defensa de la Libre Competencia
(TDLC) y socio del estudio Menchaca
y Compañía.

En su presentación, Menchaca afirmó
que la iniciativa “expropia sin indemniza-
ción derechos de propiedad claramente
adquiridos”. A la vez, sostuvo que genera
“serias vulneraciones constitucionales”.

Asimismo, el abogado señaló en su
exposición que “dicha afectación susci-
tará una serie de litigios, los que supon-
drán un desgaste jurisdiccional, econó-
mico y logístico”.

Los argumentos del expresidente del
TDLC fueron refutados por el subsecre-

tario de Pesca y Acuicultura, Julio Salas,
quien descartó que la FAO haya valorado
positivamente la actual ley de pesca, que
data de 2013, como sostuvo Menchaca.

El asesor legislativo de Subpesca
Vicente Andrade aseguró que no se
afectan derechos de las empresas,
pues solo alguien es dueño de un pez
luego de que este se extrae. En este
sentido, señaló que el fraccionamien-
to se refiere a recursos naturales, los
que el Estado debe regular. Precisó
que las cuotas de extracción o fraccio-
namiento es algo distinto a las licen-
cias transables de pesca, que son auto-

rizaciones administrativas.
Luego de esto, Kast le concedió la pa-

labra a Menchaca —conectado de for-
ma telemática—, quien indicó que el
fraccionamiento se podría cambiar, pe-
ro en 2032. Reconoció que esas cuotas
son un tema diferente a las licencias
transables, pero explicó que estas últi-
mas se ven afectadas si disminuyen las
porciones de extracción. 

En la sesión también expusieron repre-
sentantes de la pesca artesanal y de la em-
presa Friosur. Estos últimos explicaron
los efectos negativos de contar con una
menor cuota de captura de la reineta.

Felipe Kast, presidente de la comisión de Hacienda del Senado:

“Este es un Parlamento
que no se va a dejar presionar
ni chantajear por la violencia”

En la sesión de ayer, el debate estuvo centrado en torno a los efectos sobre los
derechos de propiedad por los cambios en el fraccionamiento pesquero. 
MARCO GUTIÉRREZ V.

La comisión
de Hacienda
del Senado es
presidida por
Felipe Kast
(Evópoli).
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Cómo realmente usan
empresas la inteligencia
artificial en Chile
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